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Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que modifica el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y otros cuerpos legales en materias relativas al delito de violación.

_________________________________________________

Honorable Cámara:

	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, sobre  el proyecto individualizado en el epígrafe,  iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

	Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración de la señora Ministra de Justicia, doña Soledad Alvear Valenzuela; de los asesores jurídicos de esa Cartera de Estado, don Manuel de Rivacoba y Rivacoba, doña Clara Szczranski y doña Consuelo Gazmuri; del abogado asesor del Servicio Nacional de la Mujer, don Hernán Fernández; de la Mayor de Carabineros Eugenia Espina González, Comisario de la 48a. Comisaría de la Familia; del Prorrector de la Pontificia Universidad Católica de Chile, don Pedro Morandé; del Reverendo Padre Tony Mifsud s.j.; del psiquiatría doctor  Adolfo Murrillo Baeza, y del Secretario General de la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Santiago, don Claudio Osorio.

	Concurrieron también al seno de vuestra Comisión, los señores Rolando Jimenez, Carlos Sánchez y Alberto Tello, dirigentes del Movimiento de Liberación Homosexual de Chile. 

		--------

	Se hace constar que vuestra Comisión, por unanimidad, acordó estudiar esta iniciativa conjuntamente con otras, iniciadas en mociones, relativas a los delitos de violación y de acoso sexual.�

Antecedentes solicitados.		

	Con el objeto de disponer de mayores antecedentes de hecho y de derecho sobre la iniciativa en informe, vuestra Comisión solicitó y obtuvo un estudio sobre “El delito de violación en el derecho comparado”, elaborado por la  analista Patricia Canales, de la Unidad de Estudios y Publicaciones de la Biblioteca del Congreso Nacional;  un informe sobre el proyecto mismo, del profesor de derecho penal de la Universidad Católica de Valparaíso, abogado Luis Rodríguez Collao, consultor de CEAL-UCV; otro similar, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de la diputada señora Cristi, doña María Angélica, que modifica la legislación vigente sobre el delito de violación y sodomía (Bol. 871-07), del profesor de derecho penal de la misma Universidad, abogado Tito E. Solari Peralta, consultor del citado Centro de Estudios y Asistencia Legislativa; la “Recommandation de la Comission des Communautés Européennes, sur la protection de la dignité des femmes et des hommes au travail, du 27 novembre 1991 �; la Ley N° 92-1179, de 2 de noviembre de 1992, de Francia, relativa al abuso de poder en materia sexual en las relaciones laborales, que modifica el Código del Trabajo y el Código de Procedimiento Penal; un ensayo sobre el “Análisis internacional de las leyes que sancionan el acoso sexual”, de Robert Husbands, y el documento de trabajo N° 21, del Servicio Nacional de la Mujer, Departamento de Planificación y Estudios, sobre “La Violencia sexual en Chile”, elaborado basándose en  una investigación encargada al DESUC. �

Fundamentos del proyecto.	

	El proyecto, a través de diversas modificaciones  a los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, Civil y Orgánico de Tribunales, y a la Ley de Matrimonio Civil, aborda el fenómeno de la violencia sexual en Chile, particularmente en materias vinculadas al delito de violación, fundado ello en la ausencia de una normativa eficaz sobre el particular.

	Pese a reconocerse en el Mensaje que esta problemática tiene un origen histórico, se destaca que sus negativos efectos se han agudizado en las últimas décadas, situación de extrema gravedad que ha sido percibida por la ciudadanía como una materia que debe abordar prontamente el Estado. 

	En esta perspectiva, el Gobierno pasado elaboró una propuesta  para el tratamiento de estas conductas ilícitas, que la técnica jurídica, aceptada por la criminología y el derecho público contemporáneo,  localiza dentro de los "delitos contra la libertad sexual" de mayor gravedad.

	Preocupante resulta la proporción de hechos no denunciados, que si bien es relativamente incierta por desconocerse la cifra oculta, puede estimarse razonablemente entre el 75% y el 90%,  protagonizándose más de 20.000 episodios de violencia al año. De los acusados, sólo el 1,42% sufre condenas.

	A ello debe sumarse la baja edad de las víctimas de los delitos de violación, estupro, violación sodomítica y abusos deshonestos, las que en un 71,5% son menores de edad. De esa cifra,  un 7,3%  corresponde a menores de 4 años; el 24,5% a menores entre 5  a 9 años; un 25,5% a menores entre 10 a 14 años, lo que hace un total del 57% de menores de  14 años afectados. 

	Este tipo de víctimas, en general, no se sienten agredidas como las personas adultas, que tienen conciencia de la situación que se produce. Sólo tienden a darse cuenta de que fueron objeto de un delito o agresión sexual cuando ya son adultos.  

	También hay que tener en cuenta  las frecuentes vinculaciones de parentesco, amistad o simple conocimiento entre el sujeto pasivo del delito y el victimario, que  representan el 71,8% de los casos. La  existencia de padres y parientes ofensores alcanza casi al 30%.�

	Los resultados de los diferentes estudios realizados permiten concluir, fundadamente, que existen graves errores en la percepción y apreciación publica del fenómeno de la violencia sexual en Chile, en la medida que se atribuye ésta, de modo determinante, a ofensores  extraños, antisociales y marginales, suponiéndose circunstancias infrecuentes en la comisión de los delitos como la extrema y necesaria violencia y su ocurrencia en lugares y horarios de por  sí peligrosos.

	Los errores mencionados se ven potenciados por hipótesis delictivas previstas por el legislador penal no del todo coincidentes  con los modos y circunstancias reales de comisión de estos  delitos, lo que  conlleva a la ineficacia de los mecanismos penales, procesales y legales  predispuestos por el ordenamiento jurídico chileno para prevenir o sancionar estos hechos.

	La existencia frecuente de relaciones de parentesco entre los sujetos activo y  pasivo del delito condicionan fuertemente a la víctima, la que eventualmente se encuentra en situación de dependencia afectiva o económica respecto del agresor. 

	Esta misma circunstancia puede impedir el acceso a la justicia, en la medida en que el autor del delito puede ser la misma persona encargada de la representación judicial de la víctima menor o incapaz. Por lo mismo, no es infrecuente la existencia de modos especiales de comisión de los delitos, posiblemente sin violencia física y sin las necesarias huellas visibles de lesiones.

	Ante tales situaciones, las penas pueden resultar ineficientes o incluso contraproducentes en cuanto no se pone término a la cohabitación de la víctima con el condenado;  no se suspenden o regulan las relaciones de éste con el ofendido y no se garantiza la seguridad posterior de la víctima.

	Los mismos aspectos anteriormente mencionados pueden ser de interés en el proceso mismo, durante el cual puede resultar conveniente disponer, a criterio del tribunal, la suspensión de la cohabitación, la no realización de careos traumáticos  o la asistencia médica y psicológica.  

	En el plano de la prueba del delito,  resulta adecuado, atendidos los estudios sociológicos realizados, flexibilizar al máximo su apreciación por el juez, lo que en el proyecto se pretende lograr con el sistema de la prueba en conciencia.

--------

	Con posterioridad a la aprobación en general del proyecto,  lo que vuestra Comisión hiciera el 17 de agosto de 1994, el actual Gobierno estimó necesario ampliar las modificaciones a otras figuras penales relacionadas con los delitos sexuales, por considerar que  toda modificación de un cuerpo legal penal debe incorporar la consideración sistemática de los tipos penales relacionados entre sí, así como su vinculación con las demás figuras de ese cuerpo, a fin de armonizar la tutela a los distintos bienes jurídicos protegidos, conservando las debidas propor�ciones en la penalidad.

Minuta de las ideas matrices o fundamentales.

	Para resolver las situaciones, materias o problemas específicos que tanto en el Mensaje como en la indicación se señalan como existentes y a cuya atención quiere  acudir S.E. el Presidente de la República por la vía de su potestad normativa legal, se propone un proyecto de ley cuya idea matriz o fundamental es corregir y adecuar la legislación chilena en materias vinculadas con los delitos sexuales.

	Para satisfacer esa idea, se propone un proyecto de ley que consta de cinco artículos permanentes, por los cuales se modifican los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, Civil y Orgánico de Tribunales, y la Ley de Matrimonio Civil, cuyo contenido se analizará en el párrafo relativo a la discusión y aprobación en particular de la iniciativa en informe.

Discusión y aprobación en general del proyecto.

	Durante el estudio del proyecto en general, se desarrolló en el seno de vuestra Comisión un breve debate sobre los objetivos o propósitos que se perseguían con cada una de las enmiendas propuestas, con las que, en síntesis, se pretende:

	-- Reemplazar el delito de violación, para considerar  como sujeto activo o pasivo tanto al hombre como a la mujer, incluir en la conducta típica el acceso carnal por vía anal o bucal y sancionar específicamente el grado de tentativa conforme con las reglas generales y no como delito consumado.

	-- Suprimir la violación sodomítica en cuanto se configura en el nuevo artículo 361, un delito de violación común a ambos sexos.

	-- Establecer, como regla general para estos delitos contra la libertad sexual, la estimación de la prueba en conciencia, para facilitar la correcta ponderación de los antecedentes del proceso.

	-- Suprimir la disposición que sanciona con la pena de presidio perpetuo al que con motivo u ocasión de violación o de sodomía causare, además, la muerte del ofendido,� en cuanto considera una forma de responsabilidad objetiva que prescinde de toda consideración a la culpa�bilidad, lesionando con ello los derechos esenciales del inculpado, que podría ser penalizado sin que exista culpa alguna.

	-- Establecer  medidas   que el juez puede aplicar como mecanismo preventivo de protección del ofendido, o como penas alternativas a las privativas de libertad, de manera de perfeccionar el derecho vigente en la búsqueda de soluciones más justas, eficientes y respetuosas de la dignidad humana, que ayuden a evitar la ocurrencia de estos delitos y faciliten la rehabilitación de los responsables. 

	-- Introducir una serie de modifica�ciones al Código de Procedimiento Penal  con el fin de agilizar el ejercicio de la acción y la denuncia de estos delitos, su prueba y la comprobación de la identidad del delincuente , como asimismo, hacer coherentes las disposiciones de este Código con las nuevas normas que se proponen.

 	--  Establecer nuevas normas en relación con los derechos y obligaciones del padre o la madre respecto de sus hijos cuando han sido víctimas, por parte de uno de ellos, de alguno de los delitos de violación, incesto o abusos deshonestos.� En tales casos, se extingue el deber de respeto y obediencia y el de socorro; el derecho de corregir y castigar y de dirigir la educación del hijo; se pierde la patria potestad y se produce consecuencialmente la emancipación judicial del hijo y, por último, se priva al padre o madre natural condenado por estos delitos de la guarda legítima del hijo natural.

	-- Modificar el Código Orgánico de Tribunales con el fin de  dotar de competencia al juez del crimen para pronunciarse sobre la acción de divorcio que se interponga contra el cónyuge condenado por los delitos de violación, incesto o abusos deshonestos en la persona del otro cónyuge o de algunos de los hijos.

	-- Incorporar como causal de divorcio la condena por estos delitos.

		--------

	A la luz de los antecedentes reseñados, vuestra Comisión, por la unanimidad de los señores Diputados presentes,  prestó aprobación a la idea de legislar, por estar de acuerdo en abordar las materias, situaciones o problemas a que se refiere la iniciativa.

	Tuvo presente, a mayor abundamiento, que se requería de ley para concretarlas, en cuanto modifican y establecen conductas delictivas, incorporan y modifican normas de procedimiento y recaen en disposiciones que son objeto de codificación. Todo ello, con arreglo a lo preceptuado en los artículos 19, N° 3° y 60, N° 3°, de la Carta Fundamental.

--------

	Algunos señores Diputados expresaron su interés por abordar en este proyecto otras figuras penales relacionados con delitos de índole sexual, sin que se adoptaran, en aquella oportunidad, acuerdos específicos sobre el particular.

	En definitiva, esa idea fue recogida en la indicación presentada por el actual Gobierno, con fecha 6 de diciembre de 1994, meses después de la aprobación en general del proyecto, el 17 de agosto del señalado año, con el propósito o finalidad de:

	-- Modificar los delitos de abusos contra particulares, que puede cometer el empleado público que solicitare a mujer que tenga pretensiones pendientes de su resolución o  sujeta a su guarda por razón de su cargo, pasando a ser sujeto pasivo de los mismos cualquier persona, hombre o mujer.

	-- Modificar el delito de rapto, suprimiendo distinciones entre mujeres por ser doncellas o de buena o mala fama, atendido que el bien jurídico protegido es la libertad de las personas  entre las que no cabe hacer tal tipo de distinciones, siendo la finalidad de abuso sexual un interés cofun�dante.

	-- Realizar algunas precisiones en la redacción del tipo penal de la violación.

	-- Adecuar el delito de estupro, a fin de permitir su efectiva vigencia, rela�cionándolo al abuso de superioridad o al engaño, circunstancias de las que pueden ser víctima personas de uno u otro sexo, e incluso mayores de edad.

	-- Modificar el delito de sodomía en cuanto se configura en el nuevo artículo 361, un delito de violación común a ambos sexos y se prevé en el artículo 363 el estupro de varones; de este modo, aparece más fuertemente protegido el hombre que es víctima de un delito sexual.

	-- Modificar el delito de abusos deshonestos, en concordancia con las demás modificaclones propuestas, precisándose las conductas típicas. En la actualidad, estas conductas no se encuentran definidas, tienen un carácter meramente residual y son de difícil interpretación y prueba. En este sentido, cabe destacar además que la expresión que emplea el código �-abusos deshonestos-� es equívoca, toda vez que lo deshonesto puede referirse a acciones no necesariamente de índole sexual, por lo que ha parecido más apropiado referirse a “abusos sexuales”.

	-- Agregar, como agravante especial, el que la víctima sea pariente del hechor, o se trate de una persona que estuviere a su cuidado o se encontrare en situación de dependencia.

	-- Suprimir el párrafo 9 del Título VII del Libro Segundo del Código Penal relativo al adulterio, ya desincriminado en virtud del artículo 34 de  la ley N° 19.335.

	--  Trasladar el delito de incesto� a otro párrafo, con la misma numeración que el anteriormente indicado, a fin de no insertarlo entre los delitos en que interviene la fuerza, el engaño o el abuso. Ello, porque el incesto es un delito plurisubjetivo o bilateral, consensual, criminalizado por consideracio�nes eugenésicas y sociales.

Discusión y votación en particular del proyecto.

	Durante la discusión en particular, la Ministra de Justicia, doña Soledad Alvear Valenzuela, hizo una exposición global sobre la iniciativa, que comprendió tanto el texto original del mensaje como el de la indicación complementaria presentada por el Gobierno en ejercicio, abundando  en  antecedentes que precisamente le  sirven de fundamento.

	Se resaltó que esta reforma aborda la problemática de los delitos de agresión sexual penal desde un punto de vista sistemático e integral, orientado a la reforma de todos los delitos incluidos en el Título VII del Libro II del Código Penal, en cuanto dichos delitos de encuentran en interrelación estrecha, repercutiendo las modificaciones que se incorporen a alguno de esos delitos en los restantes, particularmente en el caso de la violación y los abusos deshonestos ya que estos últimos se presentan como una suerte de límite residual de la violación.

	Desde otro punto de vista, se hizo especial hincapié en la necesidad de reformar el delito de violación y los demás delitos de agresión sexual, con particular atención al modo y circunstancias de comisión de estos delitos, por cuanto los demás delitos, particularmente los de estupro y abusos deshonestos son tanto o más frecuentes que el de violación; ocurren, en la mayoría de los casos, en perjuicio de menores, niños y niñas; se cometen en horas del día y en sus propios hogares, resultando ser los agresores, en la mayoría de los casos, parientes o conocidos.

	Todo lo anterior llevó a concluir que, dadas las relaciones entre agresor y víctima no necesariamente concurre violencia; que, por las mismas razones, se dificulta la denuncia y se produce encubrimiento y complicidad entre parientes; que, en consecuencia, debe modificarse el procedimiento y tiempo disponible para formular la denuncia o querella, reservando a la víctima un período suficiente de reflexión, análogo al plazo de prescripción de la acción penal; que, asimismo, es menester rectificar criterios en materia de prueba, dado que no necesariamente y más bien raramente concurrirán lesiones; que es necesario asegurar la privacidad y ausencia de careos obligatorios en estas causas; que es necesario habilitar mayormente a testigos generalmente inhábiles por razones de edad, parentesco o dependencia; que es conveniente configurar  medidas cautelares que tengan en cuenta las relaciones eventuales de conviviencia entre víctima y agresor, y que es indispensable establecer penas alternativas que, recogiendo esa misma relación de parentesco o dependencia y a fin de no penalizar también a la víctima y familia del agresor, permitan que el hechor continúe laborando y cumpliendo sus deberes de asistencia familiar, sin perjuicio de intentar restaurar la buena convivencia a través de terapias o tratamientos intencionados para remediar la desviación conductual.�

	Hubo opiniones coincidentes en que el proyecto aparece inspirado por una doble filosofía. La defensa de los valores que en la civilización occidental unen amor, sexualidad y familia y la acentuación de la importancia que debe tener el concepto de libertad sexual individual en el ordenamiento positivo, en sus dos vertientes, una positiva y otra negativa.�

	No hubo la misma coincidencia, en cambio, respecto de la inclusión de delitos como el acoso sexual, o sobre la despenalización de la sodomía, materias que quedaron pendientes.

	En definitiva, vuestra Comisión optó por dar inicio a la discusión en particular siguiendo el orden del articulado del proyecto, el que fue objeto de innumerables indicaciones, quedando en definitiva estructurado en cinco artículos permanentes, que modifican, en ese orden, el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el Código Civil, el Código Orgánico de Tribunales y la Ley de Matrimonio Civil.

Artículo 1° 

	Dividido en 22 números, contiene las modificaciones al Código Penal.

1)

	Modifica el artículo 258 del Código Penal, que sanciona al empleado público que solicitare a mujer que tenga pretensiones pendientes de su resolución.

	Para que se cometa este delito, basta la solicitación carnal de una mujer, no siendo necesario que esta ceda a las pretensiones del empleado.

	Se trata, según algunos autores, de un delito pluriofensivo, en la medida que lesiona la libertad sexual de la ofendida, el interés del Estado de preservar de injerencias extrañas la intimidad personal y también el legítimo y recto ejercicio de la función pública.

	La modificación tiene por finalidad cambiar el núcleo de la conducta típica, consistente en solicitar sexualmente a una “mujer”, por otro, en el cual el requerido es una “persona”, por estimarse que debe abarcar tanto al hombre como a la mujer que fuere objeto del abuso.

	Se aprobó en los términos propuestos, por unanimidad.

		N° 2)

	Modifica el artículo 259, que sanciona al empleado (público) que solicitare a mujer sujeta a su guarda en razón de su cargo, agravándose la pena si la persona solicitada fue cónyuge o pariente de la solicitada.

	Como en el caso anterior, se reemplaza el término “mujer” por “persona” y se adecua el precepto que consagra la agravante especial relativa al cónyuge o parientes de la víctima.

	No se refiere esta disposición a las guardas que ejercen los tutores y curadores u otras personas que desempeñan funciones análogas, sino a las que ejercen los empleados públicos en razón de sus funciones. Vgr. el funcionario de prisiones, de carabineros o investigaciones o el director de un hospital que tuvieren una persona a su cargo.

	Este delito, como el anterior, se consuma con la simple solicitud, siendo irrelevante que vaya seguida del asentimiento y posterior realización del acto de carácter sexual recabado.

	Se aprobó en los términos propuestos, por unanimidad.

N° 3)

		Modifica el artículo 358, relativo al delito de rapto de fuerza.

	De acuerdo con él, el rapto de una mujer de buena fama ejecutado contra su voluntad y con miras deshonestas, será penado con presidio menor en su grado máximo a mayor en su grado mínimo (3 años y 1 día a 10 años). Cuando no gozare de buena fama, la pena será presidio menor en cualquiera de sus grados ( de 61 días a 5 años).

	En todo caso se impondrá la pena de presidio mayor en cualquiera de sus grados si la raptada fuere menor de doce años.

	El delito se consuma por el hecho de la sustracción o apoderamiento de la persona de la víctima, cualquiera que sea el tiempo que permanezca en poder del raptor y la distancia a la que fue trasladada.

	El sujeto pasivo debe ser una mujer.

	En el proyecto se sustituye este delito, suprimiéndose las distinciones entre mujeres de buena o mala fama, atendido que el bien jurídico protegido es la libertad de las personas, siendo el abuso sexual un interés cofundante.

	Se aprobó en los términos propuestos, por unanimidad.

		N° 4)

	Deroga los artículos 359 y 360.

	El primero sanciona el rapto de seducción, que se produce con la anuencia de la víctima, que debe ser una doncella menor de veinte y mayor de doce años.

	El segundo sanciona, con una pena agravada, a los inculpados de delito de rapto que no dieren razón del paradero de la persona robada, o explicaciones satisfactorias sobre su muerte o desaparición.

	La supresión de este artículo es una consecuencia de la modificación del artículo 358, considerándosele extemporáneo,  por la forma en que está regulado el tipo.

	Se aprobó en los términos propuestos, por unanimidad.

		N° 5)

	Sustituye el artículo 361, relativo al delito de violación.

	El Código Penal sanciona la violación de una mujer, delito que se comete “yaciendo” con ella en alguno de los casos que en el precepto se indican: 1° Cuando se usa de fuerza o intimidación. 2° Cuando la mujer se halla privada de razón o de sentido por cualquier causa. 3° Cuando sea menor de doce años cumplidos, aun cuando no concurra ninguna de las circunstancias expresadas en los dos números anteriores.

	En el caso del número 3°, la pena, que es de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado medio (de 3 año y 1 día a 15 años), se eleva a presidio mayor en su grado medio a máximo (10 años 1 día a 20 años).

	“Yacer” es sinónimo de coito, de acceso carnal, de penetración sexual, en términos de que se yace con una mujer cuando el pene penetra en la vagina, o dicho de otro modo, cuando el sexo femenino es invadido por el sexo masculino, sin que se requiera ni la penetración completa del órgano viril, ni la ruptura del himen, ni la eyaculación.

	Sujeto activo de este delito, por la naturaleza de la acción, sólo puede serlo un hombre; y sujeto pasivo, una mujer, sin que sea de apreciar su estado civil, edad, reputación o doncellez, porque lo que la ley defiende es su libertad sexual.

	En la disposición aprobada, que mantiene las actuales penas, se considera como sujeto activo o pasivo del delito de violación tanto al hombre como a la mujer, con lo cual se les iguala, quedando ambos regidos por una misma conducta y por idénticas modalidades de ejecución.

	Se establece, al respecto, que comete violación el que yace con otra “persona” mediante cualquier tipo de “penetración sexual” (vgr. Vaginal, anal o bucal), en alguno de los casos siguientes: 1° Cuando se usa de fuera o intimidación. 2° Cuando la persona se encuentra privada de razón y se abusa del tal circunstancia, o privada de sentido por cualquier causa, o en situación que le impida resistir. 3° Cuando la víctima sea menor de 12 años cumplidos, si fuere mujer, o de 14, si fuere varón.

	En el caso del N° 3° la pena se sube en un grado.

	En la situación prevista en el  número 2°, la norma aprobada perfecciona la modalidad de ejecución consistente en encontrarse la víctima privada de razón, exigiéndose que el delincuente abuse efectivamente de esa circunstancia.

	La anterior disposición implicaba para la mujer privada de razón una suerte de prohibición, a lo menos indirecta, de ejercitar la sexualidad en forma compartida.

	El aprovechamiento de tal circunstancia entraña un prevalimiento, una explotación de la dolencia que aqueja al sujeto pasivo para utilizarle sexualmente.

	Es precisamente esta exigencia la que va a permitir al enajenado relacionarse sexualmente, sin riesgo de incurrir en responsabilidad criminal para su pareja, salvo si conoce el estado de aquél y se prevalece de ello.

	En este mismo número se introducen otras dos modalidades de ejecución y que consisten  en que la víctima  se encuentre privada de sentido por cualquier causa, caso en el cual siempre habrá violación, o impedida de resistir la acción del delincuente.

	El delito de violación fue objeto de un amplio debate, como consta en actas, particularmente en cuanto al empleo del verbo rector “yacer”, que algunos señores diputados -- y lo mismo el Ejecutivo, en un principio -- deseaban reemplazar por el de “acceso carnal”, o, siguiendo la legislación francesa, por el  de “penetración sexual”, que sanciona cualquier acto (de penetración sexual), cualquiera sea su naturaleza, cometido sobre la persona de otro mediante violencia, coacción, intimidación o sorpresa...

	En donde no hubo discusiones fue en la ampliación del tipo penal, para hacerlo extensivo al yacimiento (o acceso carnal) con otra “persona”, sea hombre o mujer, comprendiéndose en la violación  conductas que antes tenían acomodo en otras figuras delictivas, como la de la violación sodomítica del artículo 365, que precisamente se deroga. 

	Así, el bien jurídico protegido, la libertad sexual genital de la mujer, se reemplaza por la libertad sexual de la persona.

	Se aprobó, en los términos indicados, por mayoría de votos.

	Se acordó dejar expresa constancia en actas y en el informe, que el precepto aprobado comprende la violación entre cónyuges, pues nunca podría considerarse lícito el ejercicio del acto de yacimiento a través de la violencia o de la amenaza.

		N° 6)

	Deroga el artículo 362, que establece que el delito de violación se considera consumado desde que hay principio de ejecución, que ha sido objeto de opiniones encontradas en la doctrina y jurisprudencia.

	Para algunos, reputándose consumada la violación desde que se da el principio de ejecución, no cabrían en este caso tentativa ni delito frustado. Otros, en cambio, consideran que el principio de ejecución a que se refiere este precepto es el principio de ejecución del acto carnal y sería arbitrario referirlo a hechos anteriores. Según el profesor Etcheberry, la jurisprudencia parece irse inclinando por admitir que  el principio de ejecución debe entenderse referido a la cópula misma y que antes de ese “principio”, pueden haber actos directamente encaminados a la cópula, que serían sancionados como tentativa o como delito frustado.

	Al suprimirse la disposición, el delito de violación se regirá por las reglas generales en materia de iter criminis.

		N° 7)

	Agrega un artículo 362 nuevo,� con el fin de considerar como circunstancia agravante de la responsabilidad penal en el delito de violación, el que la víctima sea ascendiente o descendiente del autor, o que se trate de una persona que estuviere a su cuidado o se encontrare en situación de dependencia.

	Se aprobó, sin mayor debate, en los términos propuestos, por unanimidad.

		N° 8)

	Reemplaza el epígrafe del párrafo 6 del Título VII, que se refiere al estupro, incesto, corrupción de menores y otros actos deshonestos, por otro que se refiere al estupro, la corrupción de menores y otros abusos sexuales, para respetar que las rúbricas han de tender a expresar el bien jurídico protegido; reflejar, de alguna forma, el traslado del delito de incesto a otro párrafo, para no insertarlo entre los delitos en que interviene la fuerza, el engaño o el abuso y, por último, para utilizar la denominación de “abusos sexuales”, que sustituye a la de “actos deshonestos”.

	Se aprobó en los términos propuestos, por unanimidad.

		N° 9)

	Reemplaza el artículo 363, que se refiere al delito de estupro, que consiste en el acceso carnal a una doncella mayor de doce años y menor de veinte, interviniendo engaño.

	Si doctrinariamente puede señalarse que la violación es, en cuanto a las ofensas al patrimonio económico, el delito de robo sexual, también puede indicarse que el estupro es la estafa sexual, atendido a que el consentimiento de la víctima para el acceso carnal es debido al yerro en que cae el sujeto pasivo, por los engaños empleados por el agente.

	La disposición aprobada define el delito de estupro, que comete aquél que yace con una mujer mayor de doce o con varón mayor de catorce, y menor de dieciocho, “abusando de superioridad originada por cualquier relación  o situación, o sirviéndose de engaño”.

	En consecuencia, el delito puede afectar a una mujer o a un varón y tiene lugar no sólo cuando se yace con uno de ellos mediante engaño, como lo es ahora, sino cuando el hechor abusa en los términos que la disposición establece.

	El centro de gravedad del estupro se basa en el acto de yacer, entendido éste no ya como el coito vaginal heterosexual, sino en el sentido que se le ha dado en el artículo 361, esto es, de penetración sexual por cualquier medio, sea vaginal, anal o bucal.

	A este habrá de sumarse el acto de prevalimiento por el que aquél se conquista. La superioridad del hechor, de la cual se abusa, habrá de producirse por cualquier relación o situación.

	De acuerdo con la doctrina española,� para que ella proceda, es necesario que el sujeto activo se encuentre en una verdadera situación de superioridad respecto de la víctima, que le reporte una ventaja o ascendiente para cohabitar con ella, y que la aproveche, abusando de ella, instrumentalizando a tal fin, ya que el acceso carnal ha de ser el resultado de dicho prevalimiento.

	Se ha agregado un inciso a la disposición, para hacer aplicable a este delito la misma agravantes que se han establecido en el caso de la violación.

	En atención a que el bien jurídico protegido es el de la libertad sexual, no se ha considerado en el tipo el estado de honestidad ni  de virginidad o de doncellez de la víctima, máxime cuando el sujeto pasivo puede ser un varón.

	Se aprobó la disposición, con modificaciones, por unanimidad.

		N° 10)

	Deroga el artículo 364, que se refiere al delito de incesto, con el objeto de trasladarlo a otro párrafo, como ya se ha indicado, bajo el número 375, por tratarse de una conducta ilícita en la cual no intervine la fuerza, el engaño o el abuso.

	Se aprobó por unanimidad.

		N° 11)

	Agrega un artículo nuevo, signado con el artículo 364, para sancionar el delito de abuso sexual en contra de una persona.

	Lo comete el que realizare otros actos de abuso sexual, diferentes a la violación y al estupro, ejecutándolos respecto de una persona o haciendo que ésta lo ejecute a él, o sobre sí misma o sobre un tercero con algunas circunstancias exigidas para alguno de esos delitos.

	Como en el caso anterior, se hace aplicable la agravante especial del artículo 362.

	Corresponde, con las variaciones del caso, especialmente respecto de la edad de la víctima, al delito de abusos deshonestos que sanciona el artículo 366 del Código Penal.�

	En la indicación sustitutiva se hace presente que en el nuevo precepto se precisan las conductas típicas, que hoy no se encuentran definidas y que tienen un carácter meramente residual.

	Se indica, asimismo, que la expresión “abusos deshonestos” es equívoca, toda vez que lo deshonesto puede referirse a acciones no necesariamente de índole sexual.

	El elemento material de este delito está constituido por todos los actos sexuales libidinosos que se realicen en alguna de las formas que señala el precepto, con la sola excepción de la cópula.

	Se aprobó, con modificaciones, por unanimidad.

		N° 12)

	Modifica el artículo 365, que sanciona el delito de sodomía (inciso primero) y el delito de violación sodomítica (incisos segundo y tercero).

	En lo que respecta a la violación sodomítica, ésta se suprime, en cuanto se configura en el nuevo artículo 361 un delito de violación común a ambos sexos y se prevé en el artículo 363 el estupro de varones, con lo cual aparece más fuertemente protegido el hombre que es víctima de un delito sexual.

	A esas razones obedece la derogación de los incisos segundo y tercero de este artículo, que fue aprobada por unanimidad.

	El inciso primero de este artículo, que castiga la sodomía, esto es, el coito entre varones adultos capaces que voluntariamente tienen relaciones homosexuales, fue objeto de diversas indicaciones.

	La más radical, que proponía derogar también este inciso, se funda en la necesidad de descriminalizar aquellas conductas cuya lesividad social es inexistente, en que no existe propiamente un bien jurídico protegido o en que no se alcanza la gravedad suficiente que justifique recurrir al sistema represivo penal.

	En apoyo de esa tesis, se argumentó que en el derecho penal contemporáneo los criterios culturales, sociales o morales prevalecientes en un momento determinado no pueden ser el único fundamento para incriminar determinadas conductas, menos aun cuando no existe una víctima afectada en algún bien jurídico, en cuanto supone más bien la participación voluntaria de dos o más sujetos capaces.

	Al no constituir un atentado contra la libertad sexual de los sujetos, único bien jurídico merecedor de tutela penal, se hace necesario suprimir la incriminación de estas conductas.

	Se hizo presente, a mayor abundamiento, que este delito carece de sustento en un plano de política criminal y que incluso contraviene disposiciones constitucionales, como el de la determinación típica, al no contener la descripción de una conducta; el de la necesaria afectación de un bien jurídico, porque el comportamiento sancionado no tiene fundamento razonable en el campo del derecho, y el de la igualdad, porque el equivalente femenino de ese mismo comportamiento (el lesbianismo) se halla exento de sanción.

	En la sodomía no hay ninguna violación de la libertad, porque se comete con pleno consentimiento de las partes involucradas.

	El despenalizar sería una excelente señal de humanidad y de bienestar. Pretender prohibirla es inhumano y es dañino e irracional.

	España y Bélgica, que son las fuentes del Código Penal, han eliminado el delito de sodomía, entendido como un acto que atenta contra las buenas costumbres sin víctimas, realizado entre dos sujetos que son coautores y que libremente consienten. 	

	En el mundo occidental sólo queda en Ecuador� y en Alemania. En esta última se penaliza cuando se atentan unos bienes jurídicos muy concretos y determinados: El derecho a la seguridad e indemnidad de los menores de edad, a que no se interfiera con su correcto desarrollo sexual, y el escándalo, porque se invade la esfera de las demás personas.

	Si se mantiene la penalización de la sodomía, lo que la ley promovería en el fondo es la abstinencia sexual de los homosexuales, como lo único socialmente aceptable y legítimo. Esto, desde el punto de vista de los equilibrios, de la finalidad del bien común, parece una exigibilidad un tanto extrema y de allí los problemas que genera.

	Se destacó que en la literatura ética contemporánea la palabra “sodomía” no se usa, pues de habla de la “condición homosexual”, para referirse a la conducta de aquellas personas cuyo impulso sexual se orienta hacia individuos del mismo sexo.

	Ahondando en el tema, se dijo que la homosexualidad no existe, lo que hay son personas homosexuales. No se le considera una enfermedad ni una perversión, sino un efecto psicosexual en la evolución de una persona.

	Se aclaró que en el Magisterio de la Iglesia se distingue entre la homosexualidad como condición y la homosexualidad como comportamiento. Una cosa es ser homosexual, otra cosa es actuar como homosexual.

	Sobre la condición homosexual, la Congregación para la Doctrina de la Fe se pronuncia en 1986 señalando que “Es de deplorar con firmeza que las personas homosexuales hayan sido y sean todavía objeto de expresiones malévolas y de acciones violentas. Tales comportamientos merecen la condena de los pastores de la Iglesia, donde quiera que se verifiquen. Revelan una falta de respeto por los demás, que lesiona unos principios elementales sobre los que se basa una sana convivencia civil. La dignidad propia de toda persona siempre debe ser respetada en las palabras, en las acciones y en las legislaciones”.

	En cuanto a la actividad homosexual, la Iglesia Católica no la acepta.

	“Optar por la actividad sexual con una persona del mismo sexo equivale a anular el rico simbolismo y el significado, para no hablar de los fines, del designio del Creador en relación con la realidad sexual. La actividad homosexual no expresa una unión complementaria, capaz de transmitir la vida y, por lo tanto, contradice la vocación a una existencia vivida en esa forma, de autodonación que, según el Evangelio, es la esencia misma de la vida cristiana. Esto no significa que las personas homosexuales no sean a menudo generosas y no se donen a sí mismas, pero cuando se empeñan en una actividad homosexual refuerzan dentro de ellas una inclinación sexual desordenada, en sí misma caracterizada por la autocomplacencia. Como sucede en cualquier otro desorden moral, la actividad homosexual impide la propia realización y felicidad porque es contraria a la sabiduría creadora de Dios. La Iglesia, cuando rechaza las doctrinas erróneas en relación con la homosexualidad, no limita sino más bien defiende la libertad y la dignidad de la persona, entendida de modo realístico y auténtico”.

	Con todo, una reforma del derecho penal, con vistas a no considerar como actos criminales las relaciones homosexuales que no atenten contra el bien común, parece aceptable. Lo que dos individuos realicen en la esfera de su intimidad no tiene por qué ser castigado, aunque constituyera una falta ética. De igual modo que la ley no penetra en la vida privada de personas heterosexuales cuyas relaciones fueran deshumanizantes y pecaminosas, cuando no se traspasan los límites del bien común.

	Desde un punto de vista clínico, se manifestó que se podían distinguir tres grandes grupos. La homosexualidad genuina o egosintónica, que abarca a los homosexuales que asumen y aceptan su conducta  y que no tienen problemas por serlo; la homosexualidad egodistónica, que comprende a los que rechazan su condición de tales, y la homosexualidad sintomática, derivada de enfermedades como la esquizofrenia, que consiste en una división total de la personalidad y que puede provocar la pérdida de la identidad sexual; de daños orgánicos cerebrales o debilidad mental; de  la drogadicción y el alcoholismo.

	En el caso de la homosexualidad genuina, que es la que se abordó especialmente, se expresó que no era una enfermedad y, por lo tanto, no era tratable. Es una condición que toca a una persona sin intervención de su voluntad o decisión. Para la estabilidad individual, es menester que sus necesidades básicas o primarias se realicen. El homosexual tiene esa tendencia instintiva y nadie se la va a modificar, aunque él tuviera la voluntad de modificarla, ya que escapa a su control voluntario. No existirían correcciones ni con educación ni con tratamiento. Su estabilidad individual va a depender de la realización de esa necesidad institintiva. Si eso se coarta, va a ser un sujeto insatisfecho, resentido contra la justicia y la sociedad, va a ser un elemento causante de preocupación social, desde el punto de vista psiquiátrico y psicológico individual.

	El sentido común aconseja, sin embargo, que esto que no es normal no es conveniente que se haga en forma pública, porque puede repercutir en la sociedad de diversas maneras. Impacta presenciar actos de homosexuales y puede producir daño en las personas; en los menores puede producir corrupción, llevar a una deformación y a un conflicto. De modo que la práctica de esta homosexualidad genuina debe ser privada, para que no sea un elemento perturbador en la sociedad.

	Sobre estas últimas argumentaciones, se resaltó la aparición de un homosexualismo militante, a veces agresivo, que se organiza y se exhibe, poniendo en el banquillo de los acusados a la sociedad toda por represiva y por discriminatoria. Está demostrado que una permisividad jurídica respecto a situaciones como ésta introduce a los países en una escalada que llega indefectiblemente a plantear diferentes derechos civiles de los homosexuales y a la consideración jurídica de  sus relaciones anormales.

	La sodomía, por lo demás, es un delito en cuanto implica la realización de un acto contra la naturaleza. Es un acto intrínsecamente negativo. Pero también lo es en el sentido de corrupción, en cuanto supone el consentimiento de ambas partes y tiende a permanecer en el tiempo. Al producir el hábito, las partes involucradas tienden a no valorarla como algo malo, produciéndose un problema muy importante de alteración de la conciencia.

	La simple despenalización plantearía una cantidad de interrogantes al cuerpo social respecto de la licitud de la homosexualidad. Hay que evitar dar una señal de que esta conducta “atípica” pasa a ser, una conducta común y normalmente aceptada. Esta relación no tipificada hoy en día, porque es privada, al exteriorizarla y hacerla pública provoca la alteración de la convivencia del cuerpo social. Al menos, la sociedad chilena se altera.

		--------

	En definitiva, vuestra Comisión optó, por mayoría de votos, por suprimir la disposición del inciso primero del artículo 365 y establecer, en su reemplazo, una disposición nueva que sanciona al adulto que tuviere relaciones sexuales con un menor de dieciocho años de su mismo sexo, sin que medien las circunstancias de los delitos de violación, estupro o abusos sexuales, con una penalidad de presidio menor en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años).

	La disposición anterior se complementa con otra, que sanciona al que públicamente ofendiere el pudor con acciones o conductas con personas del mismo sexo.

	Con tal fin, se incorpora en el artículo 494 del Código Penal, un número 22 nuevo, penalizándose tal conducta como falta, con prisión en sus grados medio a máximo o multa de uno a cinco sueldos vitales.

	Una conducta similar, cometida por el que públicamente ofendiere el pudor con acciones o dichos deshonestos, se castiga actualmente como falta en el artículo 495, N° 5°, pero con una pena inferior, de prisión en sus grados mínimo a medio y multa de un cuarto a medio sueldo vital.

	La primera tiene, en todo caso, un mayor reproche social y, por ende, una mayor pena.

	Si estas mismas personas cometieren acciones de mayor gravedad y  ofendieren el pudor o las buenas costumbres con hechos de grave escándalo o trascendencia, incurrirían en el delito de ultrajes públicos a las buenas costumbres y la sanción que les afectaría sería la de reclusión menor en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años).



		N° 13)

	Deroga el artículo 366, relativo al delito de abusos deshonestos, que como se ha explicado, ha sido reemplazado por el de abusos sexuales en el artículo 364.

	Se aprobó por unanimidad.

		N° 14)

	Incorpora un artículo nuevo, signado con el número 366, con el fin de sancionar el acoso sexual, en el que incurre el que abusando de la autoridad que le confiere su función o empleo, pretenda, mediante amenazas o presiones indebidas, obtener prestaciones sexuales de otra persona.

	Al tenor de las recomendaciones de la Comunidad Económica Europea, el acoso sexual significa un comportamiento intempestivo de connotación sexual o cualquier comportamiento derivado del sexo, que afecta la dignidad del hombre y de la mujer en el trabajo.

	Una serie de comportamientos pueden considerarse como determinantes en el acoso sexual. Es inaceptable cuando este comportamiento es intempestivo, abusivo y ofensivo para la persona que es víctima; el hecho de que una persona rechace o acepte tal comportamiento de parte de un empleador o trabajador (incluso del superior jerárquico o colega), se utiliza explícita o implícitamente como base de una decisión que afecta los derechos de esta persona en materia de capacitación profesional, del empleo y de su conservación, de promoción, de sueldo o de cualquier decisión relativa al empleo; o tal comportamiento crea un clima de intimidación, de hostilidad o de humillación respecto de la persona que es víctima.

	La característica esencial del acoso sexual reside en el hecho de que se experimenta como indeseable por la víctima, ya que corresponde a cada individuo determinar qué comportamiento puede aceptar y qué conducta juzga ofensiva.

	El interés sexual sólo llega a ser acoso sexual después que la víctima ha demostrado claramente que lo considera como ofensivo, aunque sólo el incidente de tal acoso pueda constituir para ella un acoso sexual que sea suficientemente grave. Es la naturaleza indeseable del comportamiento lo que distingue el acoso sexual del comportamiento amistoso, bien recibido y recíproco.

	El acoso sexual es un problema de discriminación derivado del sexo, que es un factor determinante del hostigamiento, al cual debe ponerse término con medidas como la que se vienen proponiendo, sin perjuicio de incursionar también con otras en el ámbito laboral.

	Se aprobó por unanimidad, en los términos indicados.

		N° 15)

	Sustituye en el artículo 368 la expresión “la sodomía, los abusos deshonestos” por “los “abusos sexuales”.

	Al mismo tiempo, se señala expresamente que lo dispuesto en dicho inciso es aplicable al delito previsto en el artículo 365, para lo cual se le agrega un inciso segundo. 

	Es una consecuencia de los acuerdos adoptados por la Comisión respecto de los artículos 364,  365 y 366.

	Este artículo establece una agravante especial cuando los delitos de violación,  los abusos deshonestos, la corrupción de menores o el previsto en el artículo 365, son cometidos por autoridad pública, sacerdote, guardador, maestro, criado o encargado por cualquier título de la educación, guarda o curación de la persona ofendida o prostituida.

	Se aprobó en los términos propuestos por unanimidad.

		N° 16)

	Modifica el artículo 369 con la finalidad de incluir el delito de acoso sexual entre los de acción mixta que sólo pueden ser denunciados a instancia de la parte agraviada o de sus padres, abuelos o guardadores.		

	En forma concordarte con esta enmienda, se modifica también el artículo 19 del Código de Procedimiento Penal.

	Se aprobó por unanimidad, en los términos propuestos.



		N° 17)

	Intercala un artículo 369 bis, con el fin de establecer que en la sustanciación y fallo de los delitos a que se refieren los dos párrafos anteriores, esto es, de violación, estupro, corrupción de menores y otros abusos sexuales, el juez apreciará la prueba en conciencia.

	Como regla general, en Chile rige el principio de la convicción libre pero razonada del juez. Presupone la libre valoración de las pruebas, que unida a la lógica, la psicología y la experiencia, permiten al juzgador resolver eficazmente, pero sin que pueda independizarse de las leyes reguladoras de la  prueba. 

	El artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal dispone que nadie puede ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzgue haya adquirido, por los medios de prueba legal, la convicción de que realmente se ha cometido un hecho punible y que en él ha correspondido al inculpado una participación culpable y penada por la ley”.

	Como excepción, en ciertos delitos, como los de hurto y robo, de incendio, usura y en los de la ley de seguridad del Estado, se establece la apreciación de la prueba en conciencia, con lo cual se autoriza a los jueces para hacer de ella una apreciación racional, con recta intención y conforme con la sana crítica, sin estar obligados a someterse a las normas legales establecidas para valorarlas. 

	Se han excluido los procesos por el delito de rapto atendido que éste ocurre en el mundo exterior. Los otros, en cambio, se refieren a hechos que suceden, en la mayoría de los casos, en la esfera privada, lo que torna muy difícil la obtención de las pruebas.

	Se aprobó por unanimidad, en los términos propuestos.

		N° 18)

	Reemplaza el encabezado del artículo 370, con el fin de establecer que los condenados por violación o estupro  estarán obligados a dar alimentos congruos a la prole que, según las reglas generales fuere suya, sin perjuicio de las demás indemnizaciones que correspondan según las reglas generales.

	La disposición vigente dispone que los procesados por violación, estupro o rapto serán también condenados por vía de indemnización: 1° A dotar a la ofendida si fuere soltera o viuda. 2° A dar alimentos congruos a la prole que, según las reglas legales, fuere suya.

	Vuestra Comisión ha aprobado la disposición, por uanimidad, pero como sustitutiva del artículo 370, con algunas adecuaciones formales y la supresión de la referencia  a alimentos “congruos”, en contraposición a los “necesarios”, diferenciación que, como se recordará, ha sido suprimida en el proyecto de ley sobre filiación.

		N° 19)

	Deroga el artículo 372 bis, que sanciona al que con motivo u ocasión de violación o de sodomía causare, además, la muerte del ofendido, con la pena de presidio perpetuo a muerte.

	La supresión obedece al hecho de que su actual contenido considera una forma de responsabilidad objetiva, que prescinde de toda consideración a la culpabilidad, lesionando con ello los derechos esenciales del inculpado, que podría ser penalizado sin que exista culpa alguna en la muerte del ofendido.

	Se aprobó por unanimidad.

		N° 20)

	Incorpora un nuevo artículo 372 bis, nuevo,  con el fin de establecer medidas destinadas a la prevención y rehabilitación, sea como medidas de protección del ofendido, o como alternativas a las penas privativas de libertad, cuando estimare el juez que esta última resulta más perniciosa para la rehabilitación del agresor y para los intereses de la parte ofendida.

	En la actualidad, nuestro ordenamiento jurídico se limita, por regla general, a prescribir la privación de la libertad para sancionar a las personas que incurren en los denominados delitos sexuales.

	Vuestra Comisión estimó pertinente reformular la disposición, con el fin de distinguir entre las medidas cautelares que el juez puede decretar durante la tramitación de la causa y las penas alternativas a las privativas de libertad que puede aplicar en la sentencia.

	Las medidas cautelares, que pueden decretarse de oficio o a petición de parte, en cualquier estado de la causa, como medida de protección del ofendido y demás miembros del grupo familiar, pueden consistir en la suspensión de la cohabitación o de la vida en común, en la prohibición de acceso del presunto agresor al domicilio o lugar de trabajo del ofendido o al establecimiento educacional de los menores.

	Las medidas alternativas, que facultan al juez para conmutar por alguna de ellas las penas privativas de libertad, pueden consistir en la asistencia del presunto agresor a programas educativos o terapéuticos bajo el control de la institución que estime más idónea o conveniente, o en la realización, a petición expresa del ofensor, de trabajos determinados en beneficio de la comunidad, o para la municipalidad o para las corporaciones municipales existentes en la comuna correspondiente a su domicilio. Tales trabajos deben ser análogos a la actividad, profesión u oficio del condenado o estar relacionados con ellos, sin que puedan alterar sus labores habituales.

	El juez puede aplicarlas cuando estimare, fundadamente, que la privación de libertad del agresor resulta más perniciosa para su rehabilitación o para los intereses de la parte ofendida.

	El incumplimiento de estas medidas deja sin efecto,  por el solo ministerio de la ley, la conmutación, debiendo cumplirse cabalmente la sanción privativa de libertad primitivamente aplicada en el fallo.

	Se aprobó por unanimidad, en los términos indicados.

		N° 21)

	Reemplaza el epígrafe del párrafo 9 del título VII del Libro II del Código Penal, que se refiere al adulterio, que como se ha dicho ha sido despenalizado, por otro que se refiere al incesto, regulado en el nuevo artículo 375, que ha quedado sin contenido.

	Se aprobó, por unanimidad, en los términos propuestos.

		N° 22)

	Agrega un artículo 375 nuevo, similar al actual artículo 364, para penalizar al que conociendo las relaciones que lo ligan, cometiere incesto con un ascendiente o descendiente por consanguinidad o afinidad, o con un hermano consanguíneo, con la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años).�

	Se aprobó por unanimidad y sin mayor debate, en los términos propuestos.

		N° 23)

	Agrega en el artículo 494, relativo a las faltas, un número 22 nuevo, para sancionar el que públicamente ofendiere el pudor con acciones o conductas con personas del mismo sexo.

	Es un complemento de la norma aprobada en el artículo 364, como se indicara con anterioridad (página 36 de este informe).

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 2°

	Contiene las modificaciones al Código de Procedimiento Penal.

		N° 1)

	Introduce cuatro modificaciones al artículo 19, que se refiere a los delitos de acción penal mixta, en los que el procedimiento sólo puede iniciarse a requerimiento de la persona ofendida o por las personas taxativamente indicadas por la ley, pero que iniciado, continúa su tramitación de acuerdo con las reglas que regulan el ejercicio de la acción penal pública.

	La primera enmienda, contenida en la letra a), tiene por finalidad incluir entre los delitos de acción mixta el acoso sexual.

	La segunda, consultada en la letra b), tiene por propósito permitir el ejercicio de la acción penal en los delitos de violación y de rapto, a los educadores, personal médico o profesionales que por su actividad tengan conocimiento del hecho, tratándose de víctimas menores de doce años o discapacitadas intelectuales. Lo anterior, previa audiencia del guardador o de la persona a cuyo cuidado se encuentren.

	Originalmente, la disposición se consultaba como una oración final en el inciso primero de este artículo, siendo aprobada en definitiva como inciso segundo, pues resulta evidente que ella se refiere sólo a los delitos de violación y de rapto y no al de acoso sexual, que se incorporara en el referido inciso.

	La tercera, contemplada en la letra c), que incide en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, permite que, a falta de educadores, personal médico o profesionales que por su actividad tengan conocimiento de la violación o rapto, pueda denunciar el hecho el Ministerio Público.

	La cuarta, consignada en la letra d), que agrega un  inciso nuevo a este artículo, permite que los denunciantes puedan solicitar, fundadamente, que se reserve su identidad respecto de terceros, caso en el cual les son aplicables las mismas reglas que hoy rigen para los testigos.�

	Todas estas modificaciones fueron aprobadas por unanimidad, salvo la última, que lo fue por mayoría.

	Vuestra Comisión rechazó, en cambio, la disposición que agrega un inciso segundo a este artículo, para señalar que “la denuncia efectuada por una persona legalmente capacitada, bastará para que el juez inicie la causa y se practiquen las primeras diligencias”, por innecesaria y redundante, porque esa es la regla vigente, contenida en el artículo 91 de este Código.

		N° 2)

	Intercala, en el título III del Libro Primero, después del artículo 66, un párrafo 3, denominado “Reglas especiales sobre el proceso”

	Si se examina el Código de Procedimiento Penal, se puede observar que en este título contempla un párrafo 2 con el nombre de “Reglas generales del proceso” (arts. 44 al 66).

	La incorporación del nuevo párrafo tiene por objeto recoger en él disposiciones especiales, propias de los delitos de rapto, violación, estupro, incesto y abusos sexuales, evitándose así que ellas queden confundidas con las generales a todo proceso penal.

	Se aprobó por unanimidad.

		N° 3)

	Agrega un artículo 66 bis, nuevo, que obliga al juez a adoptar las medidas necesarias para que las diligencias que la parte agraviada por los delitos ya mencionados deba realizar ante el tribunal, se puedan llevar a cabo en la más absoluta privacidad.

	Junto a lo anterior, se consagra la reserva de los antecedentes del proceso, excepto para fines estadísticos, recayendo sobre la causa, la prohibición de difundir o dar a la publicidad la identificación, en cualquier forma, de la víctima, salvo su expreso consentimiento.

	Considera vuestra Comisión que de esta forma se garantiza el derecho a la privacidad y se asegura la necesaria reserva que debe prevalecer ante la comisión de esta clase de delitos, que no sólo afecta la libertad sexual de las personas, sino también su intimidad y honra.

	Se aprobó por unanimidad.

		N° 4)

	Agrega, después del artículo 145, el siguiente epígrafe: “III. Rapto, violación, estupro, incesto y abusos sexuales”.

	Para los efectos de la comprobación del hecho punible y de la averiguación del delincuente, el Código de Procedimiento Penal contempla diversas disposiciones para la comprobación del delito en casos especiales, como ser, homicidio, aborto y suicidio y lesiones corporales. Nada dice, en lo particular, sobre los delitos sexuales.

	Se hizo presente en el seno de la Comisión que en la actualidad, el médico examinador, que tiene el primer contacto con la víctima de estos delitos, siempre trata de buscar lesiones, lo que no es correcto, puesto que cuando intervienen parientes como hechores no hay violencia y, por lo tanto, no hay lesiones.

	Por ese motivo es que se ha preferido establecer reglas especiales para la investigación de estos delitos, independientes de las que se consignan en el Código para las lesiones.

	A ese propósito obedece la inclusión de este epígrafe y del artículo que se analizará a continuación.

	Se aprobó por unanimidad.

		N° 5)

	Agrega un artículo 145 bis nuevo, con el fin de consagrar reglas especiales para la comprobación de los delitos de rapto, violación, estupro, incesto y abusos sexuales.

	Con esta disposición se pretende asegurar la práctica de los exámenes médicos y pruebas biológicas para constatar las huellas --ya no las lesiones -- de la relación sexual y sus circunstancias, como asimismo las lesiones causadas, si las hubiere.

	Se incorporan así  a nuestra legislación procesal penal las disposiciones necesarias para establecer y asegurar la utilización de mecanismos de excelencia técnica, como la realización de exámenes de ADN, que puedan determinar la existencia del delito y la comprobación de la identidad del responsable.

	De todo lo actuado debe levantarse un acta firmada por el jefe del establecimiento y por el médico cirujano que hubiere verificado el examen y reconocimiento, la que se debe remitir al Instituto Médico Legal para su archivo y conservación, para así poder ponerla a disposición del juez, cuando fuere requerida.

	Así como se guarda el acta, también se hace lo mismo con las pruebas y muestras correspondientes.

	El juez, con el mérito del informe médico y de los antecedentes del acta, puede dar por legalmente acreditados los hechos y por constatadas las lesiones, así como la existencia de estas últimas, si entre la fecha en que se ocasionaron y aquella en que se practique el examen médico pericial que pueda decretar el tribunal, ha transcurrido un número tal de días que haya hecho desaparecer los signos y efectos de las lesiones. A este último propósito obedece precisamente la remisión al artículo 139 del Código que se modifica.

	Para los efectos del informe médico debe recurrise a todos los medios disponibles en el propio establecimiento y en el Instituto Médico Legal.

	Se aprobó por unanimidad, con modificaciones.

		N° 6)

	Agrega un inciso al artículo 351, que se refiere al careo de los testigos o de los procesados entre sí o de aquéllos con éstos.

	Es una actuación procesal que tiene por objeto la confrontación que se hace de los dichos discordantes de los testigos o procesados, a fin de que se pongan de acuerdo sobre la verdad de lo sucedido, o expliquen la contradicción acerca de algún hecho o de alguna circunstancia relevante para el proceso.

	La sola consideración de la naturaleza de esta diligencia permite apreciar cuán traumática puede resultar para la víctima de un delito sexual verse enfrentada con la persona que la ha vejado.

	Es por eso que se establece que ella no procederá cuando pudiere ocasionar grave trastorno o sufrimiento moral al ofendido.

	En este mismo artículo se ha recogido la norma que se proponía como artículo 355 bis en la indicación del Ejecutivo, en virtud de la cual, si el juez estimare indispensable la diligencia del careo para comprobar el hecho o identificar al delincuente, deberá  recurrir al mecanismo del artículo 355, reputándose a la víctima como testigo ausente.

	Esto significa que el juez, en sustitución del careo, que resulta legalmente improcedente, debe leer al inculpado o procesado presente su declaración y las particulares de la víctima ausente en que se note el desacuerdo, y las explicaciones que den o las observaciones que hagan para confirmar, variar o modificar sus anteriores asertos se consignarán en la diligencia.

	Se aprobó por unanimidad, con modificaciones.

		N° 7)

	Agrega un artículo 355 bis, con el fin de establecer que en los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual no regirán las inhabilidades de los testigos fundadas en razones de edad, parentesco, convivencia o dependencia.

	En la actualidad, existe extrema dificultad en la comprobación de estos delitos, que tienen lugar en lugares de escaso acceso público e incluso, en la mayoría de los casos, en el propio hogar de la víctima. Es por eso que el proyecto reconoce validez al testimonio de personas que, normalmente, no pueden ser testigos hábiles, con arreglo al artículo 460.

	Se aprobó por unanimidad, con modificaciones.

		N° 8)

	Modifica el artículo 500, con el fin de agregar un nuevo requisito que debe contener la sentencia definitiva condenatoria penal.

	Debe indicar si el condenado se encuentra en algunos de los casos señalados en los artículos 239, 267, 277 y 368 del Código Civil, si correspondiere, esto es, que habiendo sido declarado culpable de los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona de un hijo,  está  privado del derecho a sacar al hijo abandonado del poder de la persona que lo hubiere alimentado y criado; de la patria potestad por haberse producido la emancipación judicial; del cuidado personal y de la guarda legítima del hijo natural.

	Se aprobó por unanimidad, con modificaciones.

Artículo 3°

	Contiene las modificaciones al Código Civil.

		N° 1)

	Deroga el artículo 101, que admite la prueba del contrato de esponsables, esto es, de la promesa de matrimonio mutuamente aceptada, como agravante del crimen de seducción.

	Se aprobó  por unanimidad.

		N° 2)

	Agrega un artículo 239 bis, que priva  al padre o madre declarado culpable de los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona de un hijo legítimo, del deber de respeto, obediencia y socorro por parte del hijo; de la facultad de corregirlos y castigarlos moderadamente, y del derecho y deber de dirigir su educación.

	Se aprobó por unanimidad, con modificaciones. 





		N° 3)

	Modifica el número 7° del artículo 267, que establece las causales de emancipación judicial del hijo legítimo, que traen aparejada la pérdida de la patria potestad que ejerce el padre o la madre.

	Entre ellas, por sentencia ejecutoriada que declare al padre culpable de un delito  a que se aplique la pena de cuatro años de reclusión o presidio, u otra de igual o mayor gravedad, salvo que corresponda ejercer la patria potestad a la madre.

	Se agrega la sentencia condenatoria que declare culpable al padre o madre de los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual del que haya sido víctima un hijo de familia.

	Se ha agregado, como en los casos anteriores, el delito de estupro.

	Se aprobó, por unanimidad, con modificaciones.

		N° 4)

	Agrega un inciso al artículo 276, que consagra, como obligaciones de los hijos naturales, los deberes de respeto, obediencia y socorro en favor de su padre o madre natural.

	Si estos han sido declarados culpables de los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona de un hijo, no pueden exigir el cumplimiento de estos derechos.

	Se aprobó por unanimidad, con modificaciones.

		N° 5)

	Modifica el artículo 277, que establece el derecho del padre o madre natural a cuidar personalmente al hijo que ha reconocido, privándole de él si se encuentra en la misma situación indicada en el artículo anterior.

	Se aprobó por unanimidad, con modificaciones.

		N° 6)

	Modifica el artículo 368, que consagra la guarda legítima del hijo natural en favor del padre o madre que lo ha reconocido voluntariamente.

	Se le priva de la guarda legítima si se le condena por alguno de estos delitos, cometido en la persona del hijo natural.

	Se aprobó por unanimidad, con modificaciones.

Artículo 4°

	Modifica el artículo 171 del Código Orgánico de Tribunales que establece, en lo que interesa, que la acción civil derivada de un delito puede ejercitarse ante el tribunal que conoce del respectivo proceso criminal, pero, si tuviere por objeto la mera restitución de una cosa, debe ser deducida necesariamente ante ese tribunal.

	Se propone y así se ha aprobado, que también pueda formularse acción de divorcio cuando se procese a uno de los cónyuges como responsable de los delitos de violación, estupro, incesto o abusos sexuales en la persona del otro cónyuge o de un hijo.

	Se aprobó por unanimidad, con modificaciones.

Artículo 5°

	Modifica la Ley de Matrimonio Civil con un triple propósito:

	a) Establecer una nueva causal de divorcio, cuando se condena al cónyuge por los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona del otro cónyuge o de un hijo.

	b) Suspender la prescrición de la acción de divorcio cuando ésta se funde en la causal anterior, lo que se producirá por la sola presentación de la querella.

	c) Disponer que el divorcio no cesa cuando los cónyuges consintieren en volver a reunirse, si ha sido sentenciado por la nueva causal indicada en la letra a).

	Se aprobaron por unanimidad, en los términos propuestos.

Constancias reglamentarias.

	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:

	-- El artículo 4°, en cuanto modifica el artículo 171 del Código Orgánico de Tribunales, ampliando la competencia de los jueces del crimen para conocer de la acción de divorcio interpuesto en contra del cónyuge autor de los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona del otro cónyuge o de un hijo, ha sido calificado como norma de carácter orgánico constitucional.

	Es por esa circunstancia que el proyecto fue puesto en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, la que por oficio N° 1502, de 19 de octubre de 1993, emitió opinión sobre el particular.

	-- No hay artículos del proyecto que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

	--El proyecto fue aprobado en general por unanimidad, por lo que no hay opiniones disidentes que consignar.

Texto del proyecto de ley.

	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os dará a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia tiene a bien recomendaros que prestéis aprobación al siguiente





Proyecto de ley:

	"Artículo 1°.� Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

	1.� Reemplázase en el artículo 258 la expresión "mujer" por "persona".

	2.� Introdúcense las siguientes modifica�ciones en el artículo 259:

	a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión "mujer" por "persona”, y

	b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

	"Si la persona solicitada fuere cónyu�ge, descendiente, ascendiente o colateral hasta el segundo grado de quien estuviere bajo la guarda del solicitante, o tuviere con aquél relación análoga a la del matri�monio, las penas serán reclusión menor en sus grados medio a máximo e inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio." 

	3.� Reemplázase el artículo 358 por el siguiente:

	"El rapto de una persona ejecutado con�tra su voluntad y con miras al abuso se�xual, será penado con presidio menor en cualquiera de sus grados.

	Cuando la persona raptada sea menor de 12 años cumplidos se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo.”

	4.� Deróganse los artículos 359 y 360.

	5.� Sustitúyense el artículo 361  por el siguiente:

	"Artículo 361.� La violación será castigada con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado medio.

	Comete violación el que yace con otra persona mediante cualquier tipo de penetración sexual,  en alguno de los casos siguientes:

	1° Cuando se usa de fuerza o intimida�ción;

	2° Cuando la persona se encuentra privada de razón y se abusa de tal circunstancia, o privada de sentido por cualquier cau�sa, o en situación que le impida re�sistir;

	3° Cuando la víctima sea menor de 12 años cumplidos, si fuere mujer, o de 14,  si fuere varón.

	En el caso del N° 3° del inciso anterior, la pena será de presidio mayor en su grado medio a máximo.”

	6.- Derógase el artículo 362.

	7.- Agrégase, como nuevo artículo 362, el siguiente:

	“Artículo 362.� Será circunstancia agra�vante de la responsabilidad criminal el que la víctima sea ascendiente, descendiente o colateral hasta el segundo grado inclusive del autor, o bien que se trate de una per�sona que estuviere a su cuidado o se encon�trare en situación de dependencia.”.

	8.� Reemplázase el epígrafe del párrafo 6 del Título VII del Libro II, por el siguiente:

	"6.� Del estupro, la corrupción de menores y otros abusos sexuales.”

	9.� Reemplázase el artículo 363, por el siguiente:

	“Artículo 363.� El estupro será cas�tigado con la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados.

	Comete estupro el que yace con mujer mayor de doce años o con varón mayor de catorce, y menor de dieciocho años, abusando de superioridad originada por cualquier relación o situación, o sirviéndose de engaño.

	Será de aplicación en este delito lo prescrito en el artículo 362."

	10.� Derógase el Artículo 364.

	11.- Agrégase como artículo 364, nuevo, el siguiente:

	“Artículo 364.� El que sin cometer los delitos de violación ni estupro reali�zare otros actos de abuso sexual en contra de una persona, ejecutando dichos actos respecto de ella, o haciendo que ésta  los ejecute a él, o sobre sí misma o sobre un tercero, con alguna de las cir�cunstancias enumeradas en el artículo 361 o exigidas en el artículo 363, será castigado con presidio menor en cualquiera de sus grados. Será de aplicación en este delito lo prescrito en el artículo 362."

	12.� Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 365:

	a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

	“Artículo 365.- El adulto que tuviere relaciones sexuales con un menor de dieciocho años de su mismo sexo, sin que medien las circunstancias de los delitos de violación, estupro o abusos sexuales, será penado con presidio menor en sus grados mínimo a medio.”.

	b) Deróganse sus incisos segundo y tercero.

	13.� Derógase el artículo 366.

	14.- Agrégase como artículo 366, nuevo, el siguiente:

	“Artículo 366.- El que abusando de la autoridad que le confiere su función o empleo, pretenda, mediante amenazas o presiones indebidas, obtener prestaciones sexuales de otra persona, sufrirá la pena de prisión en cualquiera de sus grados a presidio menor en su grado mínimo.”

	15.� Modifícase el artículo 368, en la forma siguiente:

	a) Suprímese la expresión  "la sodomía, los abusos deshonestos" por "los abusos sexuales”.

	b) Agrégase el siguiente inciso:

	“Lo dispuesto en el inciso anterior es también aplicable al delito previsto en el artículo 365.”

	16.� Agréganse en el inciso primero del artículo 369 las expresiones  “y acoso sexual” y “persona”, después de la palabra “estupro” y antes del vocablo “agraviada”, respectivamente.

	17.� Intercálase el siguiente artículo 369 bis, nuevo:

	"Artículo 369 bis.� En la substancia�ción y fallo de los procesos por los deli�tos a que se refieren los dos párrafos anteriores, el Juez apreciará la prueba en conciencia."

	18.� Reemplázase el  artículo 370, por el siguiente:

	“Artículo 370.� Los condenados por violación o estupro estarán obligados, cuando corresponda, a dar alimentos  al hijo que, según las reglas legales fuere suyo, sin perjui�cio de las demás indemnizaciones que co�rrespondan según las reglas generales.”

	19.� Derógase el artículo 372 bis.

	20.- Agrégase el siguiente artículo 372 bis, nuevo:

	"Artículo 372 bis.� En los delitos establecidos en los tres párrafos anteriores,   el juez podrá, de oficio o a petición de parte, en cualquier estado de la causa y como medida de protec�ción del ofendido y demás miembros del grupo familiar, disponer la suspensión de la cohabitación o de la vida en común, por el tiempo que estime necesario, ordenando que el  inculpado, procesado o acusado abandone  la vivienda común.

	Asimismo y con la misma finalidad, podrá prohibir el acceso del presunto agresor al domicilio o lugar de trabajo del ofendido, o al establecimiento educacional de los menores.

	El juez podrá conmutar las penas privativas de libertad por la asistencia del presunto agresor a programas educativos o terapéuticos  bajo el control de la institución que estime más idónea o conveniente, o por la realización, a petición expresa del ofensor, de trabajos determinados en beneficio de la comunidad, o para la municipalidad o para las corporaciones municipales existentes en la comuna correspondiente a su domicilio, análogos a la actividad, profesión u oficio del condenado o relacionados con ellos, sin que estos trabajos alteren sus labores habituales. 

	Las  medidas indicadas en el inciso anterior podrán decretarse por el juez  cuando estimare fundadamente  que la privación de libertad del agresor resulta más perniciosa para su rehabilitación o para los intereses de la parte ofendida. 	Su incumplimiento dejará sin efecto la conmutación por el solo ministerio de la ley y deberá cumplirse cabalmente la sanción primitivamente aplicada.”

	21.� Reemplázase el epígrafe del párrafo 9 del Título VII del Libro II por el siguien�te:

	"9.� Del incesto."

	22.� Agrégase el siguiente artículo 375, nuevo:

	"Artículo 375.� El que, conociendo las relaciones que lo ligan, cometiere incesto con un ascendiente o descendiente por consanguinidad o afinidad, o con un hermano consanguíneo, incurrirá en la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados."

	23.- Agrégase en el artículo 494 el siguiente número:

	“22. El que públicamente ofendiere el pudor con acciones o conductas con personas del mismo sexo.”

	Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Penal:

	1.- Introdúcense en el artículo 19, las siguientes modificaciones:

	a) Agréganse‚ en el inciso primero, después de la palabra “violación”, precedida de coma (,) las palabras “acoso sexual”.

	b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:

	“En el caso de los delitos de violación  y de rapto, tratándose de víctimas menores de doce años o discapacitadas intelectuales, previa audiencia del guardador o de la persona a cuyo cuidado se encuentren, también podrán denunciar los educadores, personal médico o profesionales que por su actividad tengan conocimiento del hecho."

	c) Intercálase en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, entre la palabra "cuidado" y la coma (,) que le sigue, la siguiente frase: "o las demás  personas indicadas en el inciso anterior".

	d) Agrégase  el siguiente inciso  nuevo:

	"Los denunciantes señalados en los incisos anteriores podrán solicitar, fundadamente, que se reserve su identidad respecto de terceros, caso en el cual les serán aplicables las reglas que para los testigos establece el artículo 189."

	2.- Intercálase, en el Título  III del Libro Primero, después del artículo 66, el siguiente párrafo:

	“& 3. Reglas especiales sobre el proceso”

	3.- Agrégase, como artículo 66 bis, el siguiente:

	“Artículo 66 bis.- En los procesos por los delitos de rapto, violación, estupro, incesto y abusos sexuales, cada vez que la parte agraviada concurra al tribunal para efectuar alguna diligencia relacionada con su causa, el juez deberá adoptar las medidas necesarias para que se pueda llevar a cabo en la más absoluta privacidad.

	Los antecedentes del proceso, excepto para los fines estadísticos, se mantendrán siempre bajo estricta reserva, incluso después de terminada la causa, recayendo sobre ella, en forma permanente, la prohibición de difundir o dar a la publicidad la identificación, en cualquier forma, de la víctima, salvo su expreso consentimiento.”

	4.-Intercálase en el Libro Segundo, Primera Parte, Título III, párrafo 2, el siguiente epígrafe a continuación del artículo 145, pasando los siguientes a ser “IV”, “V” y “VI”, sin modificaciones:

	“III. Rapto, violación, estupro, incesto y abusos sexuales”

	5.- Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	“Artículo 145 bis.� Tratándose de delitos de rapto, violación, estupro, incesto o abu�sos sexuales y solicitándolo la víctima o la persona a cuyo cargo se encontrare, los encargados de los establecimientos de salud mencionados en el artículo 138 deberán ordenar se practiquen  reconocimientos, exámenes médicos y pruebas biológicas  para constatar las huellas de la relación sexual y sus circunstancias, como asimismo las lesiones causadas, si las hubiere, debiendo conservar, cuando fuere pertinente, las pruebas y muestras correspondientes. 

	Del reconoci�miento, pruebas  y exámenes, así como de las declara�ciones de la víctima o de sus acompañantes, si aquella no pudiere rendirla, se dejará constancia en un acta firmada por el jefe del establecimiento y por el médico ciruja�no que hubiere verificado el examen y reconocimiento. 

	Copia del acta será remitida al Ser�vicio Médico Legal para su archivo y con�servación por 5 años, a fin de que sea pues�ta a disposición del juez competente a requerimiento de éste o del ofendido por el delito o de sus parientes o representantes legales, según sea el caso.

	El juez podrá, con el mérito del informe médico expresado o con los antecedentes que consten en el acta, dar por le�galmente acreditados los hechos a que se refiere y las lesiones constatadas, te�niendo presente,  en este último caso,  lo dispuesto en el inciso final del artículo 139. 

	Para los efectos del informe médico deberá recurrirse a todos los medios técni�co�científicos disponibles que se encuen�tren en el propio establecimiento, así como en el Servicio Médico Legal, según los casos.”

	6.- Agrégase‚ el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 351:

	“Tampoco procederá el careo entre in�culpados o procesados y la víctima en los delitos de violación, estupro, incesto o abuso se�xual cuando dicha diligencia pudiere ocasionar grave trastorno o sufrimiento moral al ofendido. Estimándolo indispensable el juez para la comprobación del hecho o la identificación del delincuente, deberá emplear el procedimiento indicado en el inciso primero del artículo 355, reputándose a la víctima como testigo ausente.”

	7.- Agrégase‚ el siguiente artículo 355 bis, nuevo:

	"Artículo 355 bis.� Tratándose de los delitos de viola�ción, estupro, incesto  o abuso sexual no regirán las normas sobre inhabilidad de los testigos, contempladas en el artículo 460 del Código de Procedimiento Penal, que se funden en razones de edad, parentesco, convivencia o depen�dencia."

	8.- Suprímese en el N° 7° del artículo 500 la conjunción “y” final, e intercálase, como N° 8, pasando el actual a ser N° 9,  el siguiente:

	"8° La sentencia condenatoria por los delitos de violación, incesto, estupro y abuso sexual, expresará también que el sentencia�do se encuentra en alguno de los casos señalados en los artículos 239, 267, 277 y 368 del Código Civil, si correspondiere, y"

	Artículo 3°.� Introdúcense las si�guientes modificaciones al Código Civil:

	1.� Derógase el articulo 101.

	2.� Agrégase el siguiente artículo 239 bis, nuevo:

	"Artículo 239 bis.� Los derechos establecidos en los artículos 219, 220, 222, 233 y 235, no podrán ser exigidos por el padre o la madre que hubiere sido declarado culpable de los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona de un hijo."

	3.� Agrégase en el N° 7 del artículo 267, entre las palabras “este artículo” y el punto y coma (;) que las precede, la si�guiente frase: "y por toda sentencia ejecutoriada que declare culpable al padre o a la madre de los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual del que haya sido víctima un hijo de familia.”

	4.� Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 276:

	“Sin embargo, el padre o madre natural  que haya sido declarado culpable de los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona de un hijo, no podrá exigir el cumplimiento de los derechos estableci�dos en el inciso anterior."

	5.� Agrégase en el inciso primero del artículo 277, a continuación del punto aparte (.) que se reemplaza por una coma (,), la siguiente frase: “salvo que se encuentren en la situación prevista en el inciso segundo del artículo anterior."

	6.� Intercálase en el artículo 368 el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser inciso cuarto:

	"El padre o la madre que haya sido condenado por sentencia ejecutoriada que lo declare cul�pable de los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona de un hijo  natural, quedará privado de la guarda legítima."

	Artículo 4°.-	Agrégase el siguiente inciso  nuevo en el artículo 171 del Código Orgánico de Tribunales:

	"Podrá  también formularse acción de divorcio cuando se procese a uno de los cónyuges como responsable de los delitos de violación, estupro, incesto o abusos sexuales,  siempre que aquélla se fundamente en la causal N° 14 del artículo 21 de la Ley de Matrimonio Civil."

	Artículo 5°.-	Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley de Matrimonio Civil:

	1.- Agrégase‚ en su artículo 21, el siguiente N° 14, nuevo:

	"14. Condena al cónyuge por los delitos de violación, estupro, incesto o abuso sexual en la persona del otro cónyuge o de un hijo."

	2.- Agrégase‚ en su artículo 26, el siguiente inciso segundo, nuevo:

	"La presentación de querella por uno de los cónyuges en contra del otro por los delitos de violación, estupro, incesto o abusos sexuales del que haya sido víctima el mismo o un hijo, suspenderá el término de prescripción de la acción cuando esta deba fundamentarse en la causal del N° 14 del artículo 21."

	3.- Reemplázase,  en el inciso segundo del artículo 28, la expresión "4a. y "13" por "4a., 13 y 14".”

		--------

	Se designó Diputado Informante al señor Ignacio Walker Prieto.

	Sala de la Comisión, a  10 de mayo de 1995.









	



	Acordado en sesiones de fechas 17 y 31 de agosto, 9 de noviembre y 14 de diciembre de 1994; 4 y 18 de enero, 1º, 8 y 15   de marzo, 5 y 12 de abril, y 10 de mayo  de 1995, con asistencia de los señores Chadwick (Presidente), Ascencio y Bombal; señoras Allende y Cristi; señores Cardemil,  Elgueta, Espina, Ferrada, Gajardo, Luksic, Martínez Ocamica y  Pérez Lobos; señora Pollarollo; señor Ribera; señora Saa; señores Walker y Viera Gallo, y señora Wörner.







Adrián Alvarez Alvarez

Secretario de la Comisión  



� Moción de la señora Cristi, que modifica el Código Penal y el Código de Procedimiento Penal, en lo relativo al delito de violación. (Bol. 871-07).

Moción de los señores Pérez, don Víctor, Correa, Coloma, Melero, Recondo, Longueira, Leay, Ulloa, Guzmán y Orpis, que establece la pena de muerte para los delitos de violación con homicidio y homicidio a sueldo. (Bol. 913-07).

Moción de los señores Elizalde, Silva, Ascencio, Aguiló, Letelier, Errázuriz y de la Maza, y de las señoras Cristi, Pollarolo y Prochelle, sobre acoso sexual (Bol. 1419-07).

� Existe una traducción al castellano, anexa a los antecedentes del proyecto.

� Como es habitual, existen informes sobre esta iniciativa legal del Instituto Libertad, del Instituto Libertad y Desarrollo y de la Corporación Tiempo 2000, a través de su “Bitácora Legislativa”.

� Las cifras indicadas tienen como marco de referencia 5.555 peritajes del Servicio Médico Legal, realizados entre 1987 y 1991, además de los antecedentes estadísticos proporcionados por Carabineros de Chile; por la Policía de Investigaciones y sus organismos especializados como el Centro de Asistencia a las Víctimas de Agresiones Sexuales,  CAVAS;  del Poder Judicial; del Instituto Nacional de Estadísticas y otros.

� Art. 372 bis del Código Penal.

� En todos estos casos la Comisión ha incorporado el delito de estupro.

� Art. 364. En igual pena (presidio menor en cualquiera de sus grados) incurrirá el que, conociendo las relaciones que lo ligan, cometiere incesto con un ascendiente o descendiente por consanguinidad legítima o ilegítima o afinidad legítima o con un hermano consanguíneo legítimo o ilegítimo, aunque sea mayor de veinte años”. 

� Estas conclusiones corresponden a los asesores del Ejecutivo en la materia, profesores integrantes de la comisión de estudios convocada en su oportunidad por el SERNAM: Juan Bustos Ramírez, Manuel de Rivacoba y Rivacoba, Luis Ortiz Quiroga, Sergio Bunger Betancourt, Haroldo Brito Cruz, Hernán Correa de la Cerda, Mario Garrido Montt, Jorge Mera Figueroa, Jaime Náquira, Sergio Yañez Pérez, Mario Verdugo Marinkovic y Clara Szczaranski Cerda.

� Al tenor de la primera, se atiende a la libre disposición por la persona de sus propias potencialidades sexuales, tanto en el comportamiento particular como frente a los demás; al tenor de la segunda, el acento recae en el aspecto defensivo, esto es, en el derecho de la persona a no verse involucrada sin su consentimiento por otra persona en un contexto sexual. José Luis Diez Ripolles. “La protección de la libertad sexual”, Bosch. Casa Edit. S.A.,  Barcelona, 1985.

� Por razones de técnica legislativa y de certeza jurídica, en este caso y en otros que luego se analizarán, cuando un artículo vigente que trata de una determinada materia es “reemplazado” por otro cuyo contenido no guarda relación alguna con dicha materia (vgr. el art. 362), se ha optado por derogar el artículo que ha perdido oportunidad o vigencia y, luego, con su misma numeración, agregar uno nuevo. 

� La disposición ha sido sacada del artículo 434 del Código Penal Español.

� Art. 366. El que abusare deshonestamente de persona de uno u otro sexo mayor de doce años y menor de dieciocho, será castigado con presidio menor en cualquiera de sus grados. Si concurriere alguna de las circunstancias expresadas en el artículo 361, se estimará como agravante del delito, aun cuando sea mayor de veinte años la persona de quien se abusa.

� El Código Penal Ecuatoriano, en los artículos 516 y 517 castiga la homosexualidad y la bestialidad, existiendo, desde el año 1993 un anteproyecto de reforma sobre el particular.

� El cambio de ubicación del delito de incesto, del artículo 464 al artículo 375, y de párrafo, del 6 al 9, produce un efecto adicional: la no aplicabilidad del artículo 371, que señala que los ascendientes, guardadores, maestros y cualesquiera personas que con abuso de autoridad o encargo, cooperaren como cómplices en la perpetración de los delitos comprendidos en los tres párrafos precedentes (4, 5 y 6, que tratan del rapto,  de la violación y del estupro,  y del incesto, corrupción de menores y otros actos deshonestos, respectivamente), serán penados como autores.

Los maestros o encargados en cualquier manera de la educación o dirección de la juventud, serán además condenados a inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio. 

� De acuerdo con el artículo 189 del CPP., Todo testigo consignado en el parte policial, o que se presente voluntariamente a Carabineros de Chile, a la Policía de Investigaciones, o al tribunal, podrán requerir de éstos la reserva de su identidad respecto de terceros.

Las autoridades referidas deberán dar a conocer este derecho al testigo y dejar constancia escrita de su decisión, quedando de inmediato afectas a la prohibición que establece el inciso siguiente.

Si el testigo hiciere uso de este derecho, queda prohibida la divulgación, en cualquier forma, de su identidad o de antecedentes que conduzcan a ella. El tribunal deberá decretar esta prohibición.

La infracción a esta norma será sancionada con la pena que establece el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, tratándose de quien proporcione la información. En caso que la información sea difundida por algún medio de comunicación social, su director será castigado con una multa de diez a cincuenta ingresos mínimos mensuales.

Esta prohibición regirá hasta el término del secreto del sumario.

Sin perjuicio de lo anterior, el juez, en casos graves y calificados, podrá disponer medidas especiales destinadas a proteger la seguridad del testigo que lo solicite. Dichas medidas durarán el tiempo razonable que el tribunal disponga y podrán ser renovadas cuantas veces fueren necesarias.
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